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Actuar localmente, pensar globalmente.” Esta era la fórmula
que Patrick Geddes, el autor de Ciudades en Evolución, nos
proponía hace 100 años para abordar el desarrollo futuro de

las ciudades: una combinación de soluciones a las necesidades ha-
bitacionales más inmediatas, junto a la aplicación de la inteligencia
al análisis de todos y cada uno de los factores que podían determi-
nar lo que hoy llamaríamos “sostenibilidad” de las ciudades. En el
análisis pluridisciplinar que proponía Geddes, las ciudades se veían
como algo más que un nicho de negocio empresarial, concibiéndo-
se, sobre todo, como una respuesta a las distintas necesidades que
determinan la calidad de vida de los ciudadanos. Se abría así el ca-
mino a unas nuevas concepciones, más humanistas, del urbanismo
y de la ordenación del territorio. 

Siguiendo esa línea, el Gobierno ha tenido que actuar en mate-
ria de vivienda en un doble sentido: haciendo frente a una grave y
urgente situación heredada, en la que la burbuja inmobiliaria ha si-

do uno de los elemen-
tos centrales de la cri-
sis económica; y, por
otra parte, diseñando
un nuevo modelo de
futuro para el sector.
En este rediseño he-
mos tenido en cuenta
que sobre la vivienda
convergen políticas de
distinta naturaleza: po-

líticas sociales, dirigidas a garantizar el derecho a una vivienda dig-
na, especialmente para los colectivos con menores recursos; políti-
cas económicas, relacionadas con la importancia del sector de la
construcción dentro de la actividad económica en su conjunto, y
que se orientan, actualmente, hacia la necesidad de recuperar un
sector de la construcción eficiente, que pueda actuar como motor
de la recuperación económica; y, por último, políticas urbanísticas,
enfocadas hacia la cohesión territorial, la promoción de la calidad
de vida y la preservación ambiental.

Para ello, hemos trabajado con un método participativo, consul-
tando a los agentes y profesionales relacionados con el sector, así
como a otras Administraciones con competencias en la materia.
Sus aportaciones han sido esenciales en la definición de las modi-
ficaciones legales que hemos impulsado, en el diseño del nuevo
Plan Estatal de Vivienda y en la configuración de una estrategia de
futuro. Me referiré brevemente a cada una de ellas.

Modificaciones legales
Así, por lo que se refiere a las modificaciones legales, he de empe-
zar por referirme a la Ley 4/2013, de Flexibilización y Fomento del

Mercado del Alquiler de Viviendas; ley que, pese a no llegar al año
de vigencia, ya está siendo un factor esencial en la dinamización
que estamos viendo en este mercado. Ha de recordarse que la re-
gulación jurídica del régimen de los arrendamientos urbanos ha si-
do uno de los elementos determinantes en la evolución y configu-
ración del sector de la vivienda. Así, a pesar de que España contaba
en los años sesenta con casi un 40 por ciento de viviendas en régi-
men de alquiler, se ha pasado a una situación como la actual, en la
que apenas representa un 17 por ciento del total, uno de los por-
centajes más bajos de los países desarrollados (un 38 por ciento de
media en los países de la UE). A este predominio absoluto del régi-
men de propiedad contribuyó una legislación muy restrictiva para
los alquileres, que, entre otras limitaciones, imponía un fuerte con-
trol de precios, situación que se mantuvo hasta, prácticamente, la
Ley de Arrendamientos Urbanos de 1994. 

Frente a esta situación, la nueva Ley 4/2013, ha venido a flexibi-
lizar el mercado del alquiler, eliminando rigideces en las relaciones
entre el arrendador y el arrendatario, primando la libertad de pac-
tos entre las partes sobre aspectos que, razonablemente, no debe-
rían formar parte del régimen impuesto por ley. Igualmente, la ley
ha introducido una mayor agilidad en la resolución de los contratos,
abriendo opciones beneficiosas para las dos partes. Procesalmen-
te, profundiza en una rápida respuesta ante las situaciones de mo-
rosidad, protegiendo al propietario frente al impago de rentas. Fi-
nalmente, la Ley mejora la seguridad jurídica, al regular lo relativo a
la inscripción potestativa en el registro de la propiedad del contrato
de arrendamiento, así como mediante la creación de un registro de
sentencias firmes de impagos de rentas de alquiler, lo que aportará
mayor información y garantías.

Además, respecto al apoyo al mercado del alquiler, también
quiero citar las medidas introducidas en la Ley de Presupuestos de
2013 para favorecer la implantación y desarrollo de las Sociedades
Cotizadas de Inversión en el Mercado Inmobiliario, las Socimis, un
instrumento que se había creado en el año 2009, a semejanza de
los REIT (Real Estate Investment Trusts) de otros países, pero que
hasta ahora no se había desarrollado, por una regulación insufi-
ciente de su régimen fiscal y de las exigencias de cotización en los
mercados de valores. Mediante estas sociedades, de las que ya te-
nemos a tres cotizando en mercados organizados y varias en pro-
ceso para ello, se consigue atraer inversiones, incluso de pequeños
inversores, al mercado inmobiliario, especialmente de capital inter-
nacional. Las socimis invierten en inmuebles, que destinan funda-
mentalmente al alquiler. 

Con la progresiva dinamización del mercado del alquiler y la
atracción de inversores al mismo, se irá reequilibrando la propor-
ción de las distintas formas de tenencia de vivienda, contribuyendo
de forma decisiva a la salida al mercado de una buena parte del
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stock de vivienda sin ocupar y facilitando la movilidad geográfica,
factor de gran importancia en la generación de empleo.

Junto al fomento del régimen del alquiler, el otro gran objetivo
del nuevo modelo es el de una recuperación equilibrada de la acti-
vidad en el sector de la construcción. Así, la actividad de promoción
ya se está reemprendiendo en aquellas zonas en las que existe una
demanda real. Pero, sobre todo, el Gobierno ha apostado, para la
recuperación de la actividad, por el fomento de la rehabilitación de
los edificios y la renovación urbana. 

Ha de recordarse al respecto que el porcentaje que representa
la rehabilitación sobre el conjunto de la actividad en el sector de la
construcción está 13 puntos porcentuales por debajo de la media
europea. Anualmente se rehabilitan unas 40.000 viviendas en Es-
paña, cuando, según distintos estudios, debería alcanzarse una ci-
fra hasta diez veces superior, teniendo en cuenta la antigüedad de
nuestro parque. A ello se añade la alta capacidad de creación de
empleo de las actividades de rehabilitación.

La mejor muestra del apoyo del Gobierno a esta vía ha sido la
aprobación de la Ley 8/2013 de Rehabilitación, Regeneración y Re-
novación Urbanas, que busca romper con el carácter residual que
ha tenido la actividad de rehabilitación en España. Con un sector
tradicionalmente volcado en la construcción de vivienda, nos en-
contramos con la paradoja de un stock de más de 600.000 vivien-
das nuevas sin vender, junto a un volumen importante de viviendas
de baja calidad y sin apenas mantenimiento desde su construc-
ción. Así, como ejemplo, baste señalar que cerca del 60 por ciento
de las viviendas españolas se construyeron antes de que existiera
ninguna normativa sobre eficiencia energética en la edificación, y
que se estima que tenemos más de cuatro millones de viviendas
en edificios de cuatro o más plantas que carecen de ascensor.

Si tuviera que resumir las aportaciones de la Ley 8/2013, habla-
ría, en primer lugar, de la apertura de nuevas vías para la financia-
ción de estas actividades, al establecer, con carácter general, que
las plusvalías que se generen con la rehabilitación (tales como
nuevos aprovechamientos urbanísticos o los ahorros energéticos)
puedan revertir en las propias actuaciones, contribuyendo a sufra-
gar los gastos. En segundo lugar, destacaría el rastreo que se ha
hecho de la normativa en vigor, modificando hasta siete leyes, para
eliminar las trabas y cargas injustificadas que han venido limitando
el desarrollo de la rehabilitación. En tercer lugar, señalaría su orien-
tación hacia la promoción de fórmulas flexibles de cooperación en-
tre las distintas Administraciones y entre estas, los propietarios y
las empresas del sector de la construcción. Destacaría, en fin, su
relevancia para la consecución de los objetivos de eficiencia ener-
gética y reducción de gases de efecto invernadero establecidos en
la Estrategia Europa 2020; y, de forma más general, la apuesta que
supone por unas viviendas y unas ciudades más saludables, más
seguras y más accesibles para todos.

Junto a esta legislación, el Gobierno ha aprobado, mediante el
Real Decreto 233/2013, el Plan Estatal de Vivienda, cuyo ámbito
temporal se extiende hasta finales del año 2016. Para enmarcar
adecuadamente el nuevo Plan, ha de recordarse que los instrumen-
tos económicos habitualmente empleados en España para el desa-
rrollo de las políticas públicas de vivienda han consistido en medi-
das fiscales y en ayudas directas. Las ayudas directas se han arti-
culado a través de sucesivos Planes Estatales plurianuales. En
ellos, se ha insistido, monótonamente, en ayudas a la promoción y
a la construcción de viviendas nuevas, así como al acceso a las
mismas en régimen de propiedad, fundamentalmente mediante el
régimen de “Viviendas de Protección Oficial”. Y aunque en los últi-

mos Planes ya se incorporó la posibilidad de otorgar alguna ayuda
al alquiler y a la rehabilitación, lo cierto es que estas han tenido,
hasta ahora, un recorrido muy limitado y que las ayudas públicas
han sido, fundamentalmente, “ayudas incorporadas a la piedra”.

Frente a esta monotonía, y en línea con los objetivos expuestos,
el nuevo Plan Estatal busca abrir nuevas vías en la actuación públi-
ca, mediante ayudas directas al pago del alquiler y mediante ayu-
das a las comunidades de propietarios para actuaciones de rehabi-
litación. Ello no ha sido fácil, ya que el nuevo Plan Estatal 2013-
2016 ha partido teniendo que hacer frente a un elevado volumen de
ayudas comprometidas en anteriores Planes, lo que ha limitado
nuestra capacidad para dotar mejor los nuevos programas de ayu-
da al alquiler y de fomento de la rehabilitación. En cualquier caso,
esperamos que, una vez que se pongan en marcha las nuevas líne-
as de actuación, tras la inminente firma de los correspondientes
convenios con las comunidades autónomas, las ayudas al alquiler
podrán alcanzar a unos 200.000 beneficiarios. 

Por lo que se refiere a las ayudas a la rehabilitación, en el Plan
se contemplan tanto para rehabilitación singular de edificios, como
para actuaciones integradas de renovación urbanas, que deben ser
acordadas con comunidades autónomas y ayuntamientos. Los be-
neficiarios de estas ayudas serán, fundamentalmente, las comuni-
dades de propietarios, o las agrupaciones de comunidades de pro-
pietarios, y las ayudas se irán incrementando según la entidad de la
actuación. Además, estas ayudas a la rehabilitación están diseñadas
con una visión de “capital semilla”, que arrastrará aportaciones no
solo de los propios propietarios, sino también de otras Administra-
ciones. Igualmente, esperamos contar con la colaboración del sec-
tor financiero, mediante el diseño de productos financieros específi-
cos, así como con finan-
ciación del BEI para
algunos proyectos, y
aportaciones de fondos
comunitarios. Con todas
estas medidas, hemos
buscado definir un esce-
nario en el que pueda
desarrollarse un sector
de la construcción y un
régimen de tenencia de
vivienda más equilibra-
do. Creemos estar en el buen camino, como lo demuestra la cre-
ciente inversión extranjera en el sector y la progresiva reactivación
del crédito hipotecario. Sabemos que la recuperación aún es inci-
piente y que va a estar condicionada por variables macroeconómi-
cas generales, ya que la renta disponible y el empleo son siempre
factores determinantes en la demanda de vivienda. También aquí el
viento sopla a favor, gracias a los logros del Programa de Reformas
acometido por el Gobierno desde diciembre de 2011.

Retomando, para terminar, a Patrick Geddes, el botánico que lle-
vó un primer pensamiento ecológico al urbanismo, diré que la efi-
ciencia en la utilización de los recursos es imprescindible para el
éxito y la perpetuación de cualquier ecosistema. Esa eficiencia se
concreta, entre otras manifestaciones, en la consecución de una
amplia biodiversidad que permita afrontar con garantías las oscila-
ciones externas. Diversidad que, en nuestro caso, pasa por el aban-
dono del monocultivo de la promoción especulativa de suelo urba-
no y de la vivienda en propiedad, para buscar un sistema más equi-
librado en cuanto a regímenes de tenencia y tipos de actividad. En
ello estamos.
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